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			CAPÍTULO 1


			FRANCO Y SU DICTADURA


			Los orígenes del poder dictatorial de Franco se remontan a la Guerra Civil. Tras el fracaso del golpe del 18 de julio de 1936, los generales sublevados constituyeron la Junta de Defensa Nacional, depositaria de las potestades del Estado hasta finales de septiembre de 1936, cuando Franco aglutinó todos los poderes. El ejército sublevado sometió en bloque a Franco y con su apoyo selló el proyecto de una dictadura militar bajo su mando como generalísimo. El nombramiento de Franco fue promovido por Alfredo Kindelán, preocupado por una jefatura plural con la que difícilmente podría ganarse la guerra, y fue votado unánimemente por la Junta de Defensa, a excepción de Miguel Cabanellas, presidente de la misma, quien consideraba prematuro un mando único. De hecho, Franco alargó la guerra para que fuera indiscutible su liderazgo (Tusell, 1992).


			Su ambición militar venía de lejos, de la etapa como oficial colonial en África, en donde había forjado su ideología política. Para él, el Ejército debía tener el máximo protagonismo en el futuro político de España. No había sido un cadete brillante, pero obtuvo varios premios por su estrategia en los combates de guerrilla contra los indígenas. En 1926, a los 33 años, alcanzó el rango de general por sus acciones militares al frente del Tercio de Extranjeros —la Legión— contra los independentistas del Rif (Marruecos). Al año siguiente, fue director de la Academia General Militar de Zaragoza, donde ejerció una rigurosa gestión ordenancista en la formación de los cadetes (Preston, 1994).


			Con la victoria en la Guerra Civil, Franco reunió en su persona la jefatura del Gobierno y la del Estado, y permitió una farsa a través de la denominada democracia orgánica, en la que la separación de poderes ni siquiera guardaba las apariencias. Tanto el Consejo de Ministros como las Cortes y los Tribunales de Justicia estaban sometidos al arbitraje del jefe del Estado. Ministros, procuradores y jueces fueron cooptados de los grupos dirigentes. Falange, el Ejército y la Iglesia se tornaron en imprescindibles canteras de provisión de cuadros. La lealtad era esencial, por lo que siempre se rodeó de personas de toda confianza (Nicolás Franco, Serrano Suñer o Carrero Blanco) en las que se apoyaba para ejercer el poder. Hasta 1945, los militares ocuparon cargos ministeriales en un 45,9 por ciento del total, y los falangistas en un 37,9 por ciento. Franco mantuvo un equilibrio entre falangistas, militares y católicos. De hecho, según Javier Tusell, desplegó con habilidad el arbitraje entre los distintos grupos, y los relevos ministeriales eran el momento culminante. Sin embargo, el colectivo militar estuvo siempre presente en las distintas esferas del Estado y contaminó la vida pública por una militarización difusa. 


			La nueva imagen que Franco quiso mostrar a los aliados vencedores en la Segunda Guerra Mundial dio protagonismo político en el Consejo de Ministros a dirigentes de la Asociación Católica Nacional de Propagandistas (ACNP). El más destacado fue Alberto Martín Artajo, contrario al uso de los símbolos fascistas. A su vez, fue promulgado el Fuero de los Españoles el 17 de julio de 1945, cuyo artículo 25 podía suspender los derechos temporalmente en momentos de “extremo peligro”, si el jefe del Estado así lo consideraba. 


			El 17 de julio de 1942, Franco anunció la creación de las Cortes, un sucedáneo de poder legislativo. En España, las aparentes consultas populares se redujeron a la elección de los representantes del tercio familiar en los ayuntamientos a partir de 1948 y en las Cortes desde 1967, siempre sin libertad de partidos ni de expresión, solo como votaciones encauzadas. A los que se añaden los referendos de 1947 y 1966, dos ejemplos de ficción plebiscitaria. La Administración de Justicia limitó sus competencias, al prevalecer las de jurisdicciones especiales, y la más importante, la jurisdicción militar, estuvo vigente hasta 1963 como la principal jurisdicción represora. 


			Franco prohibió las organizaciones políticas, unió la Falange y la Comunión Tradicionalista en abril de 1937 y asumió personalmente la jefatura de la nueva entidad. La Falange de­sempeñó un papel importante en la represión de la disidencia, pero también en el mantenimiento de la dominación social, económica y política de la dictadura a través del sindicalismo vertical, de la Sección Femenina y de las instituciones juveniles. La Falange se hacía notar en la vida cotidiana. Aparecía en los desfiles de “productores” y en los actos festivos; en la prensa; en el símbolo del yugo y las flechas, colocado hasta en los pueblos más remotos; en las figuras de Franco y José Antonio estampadas en las paredes y los nombres de tantas calles; en los locales de Auxilio Social, de la Sección Femenina, de la Organización Sindical y del Frente de Juventudes; en las fachadas de los recintos feriales.


			El control de la sociedad fue coordinado sistemáticamente desde los Gobiernos Civiles, que se marcaban como objetivo prioritario vigilar el orden público, acudiendo a la fuerza cuando lo veían amenazado. Durante el primer año de la posguerra, la indisciplina en que se encontraban las provincias y la corrupción hicieron difícil encontrar a personas aptas para desempeñar cargos municipales, cuya función esencial consistía en controlar el orden público, razón por la cual los ceses de alcaldes y concejales fueron muy abundantes.


			La política exterior


			Una vez acabada la guerra, el objetivo fundamental de la política exterior fue conseguir el reconocimiento del nuevo régimen. Franco desempeñó un gran protagonismo en la acción exterior, caracterizada por el inestable panorama de la Segunda Guerra Mundial. La actitud del Gobierno respecto a la contienda derivó unas veces hacia una neutralidad ambigua y otras hacia una no beligerancia. El Gobierno español declaró su neutralidad nada más iniciarse el conflicto mundial, aunque se trataba de una neutralidad “forzada” por la coyuntura de crisis económica. El propio general Kindelán, en nombre del Consejo Superior del Ejército, esgrimiría tal argumento en marzo de 1940 para justificar la no entrada en el conflicto. A fin de cuentas, esta neutralidad no deseada reportó un balance a favor del régimen, al obtener el reconocimiento francés y británico de la integridad territorial en caso de que se extendiese la guerra. Ello coincidió, además, con el cierre de acuerdos comerciales con Francia y Portugal.


			Tras la ocupación alemana de Francia, a comienzos del verano de 1940, la postura española viró hacia la no beligerancia en el conflicto. Las crecientes actitudes germanófilas incitaban a la entrada en la guerra. Se produjo el encuentro de Franco y Hitler en Hendaya, el 23 de octubre de 1940. El jefe del Estado español se comprometería a aceptar un pacto bélico si Hitler accedía a las reivindicaciones territoriales españolas (Gibraltar, el Marruecos francés, la parte española de Argelia, Río de Oro y Guinea Ecuatorial) y al envío de suministros militares y víveres. La entrega de estos territorios a España hubiera ocasionado una grave fricción en el seno del Eje, sobre todo con Italia y con la Francia de Vichy, que le interesaba más a Alemania. Aunque Hitler no accedió a las peticiones españolas, se firmó un protocolo secreto mediante el cual España se comprometía a adherirse al pacto Tripartito (Alemania, Italia y Japón) y a entrar en la guerra contra Gran Bretaña en fecha que determinaría el Gobierno español. Sin embargo, la propaganda por un lado y la historiografía favorable al régimen por otro mistificaron la imagen de Franco como el general que había sido “capaz de decir no” a Hitler. La afinidad con el fascismo se reforzó a través de la amistad trabada entre Serrano Suñer y el conde Ciano, responsable de la política exterior italiana. Por otro lado, Gran Bretaña trató de que la identificación española con los países fascistas se debilitase, y entregó cuantiosas subvenciones a destacados militares españoles para reforzar su neutralidad, además de firmar un acuerdo económico en abril de 1941.


			Pero con la invasión alemana de la Unión Soviética en junio de 1941 se impulsó la demanda falangista, que buscaba un alineamiento más directo con el Eje. La astucia diplomática de Franco desvió el enfrentamiento directo con el régimen soviético mediante una División Azul, formada por voluntarios falangistas, para luchar junto al ejército alemán en el frente ruso. El mando de esta División recayó en el general Agustín Muñoz Grandes. Una vez abierto en cada ciudad española el banderín de enganche, se alistaron más de 18.000 voluntarios entre el 27 de junio y el 2 de julio de 1941. El apoyo de la División Azul se justificó en la continuidad de una línea de actuación anticomunista del régimen, que atribuía la culpabilidad de todos sus males a Rusia —“Rusia es culpable”, había gritado Serrano Suñer—, sobre la que era lícito proyectar la prolongación de la “cruzada española”, como se denominaba a la Guerra Civil. Tras recibir el entrenamiento en Alemania, la División Azul tardó en llegar al frente casi un mes y medio, haciendo la mayor parte del trayecto a pie. Cuando pensaban que iban a llegar frente a Moscú, fueron desviados al frente norte, hacia la bloqueada Leningrado. La División Azul combatió en el frente ruso de octubre de 1941 a octubre de 1943, en calidad de 250 División de Infantería de la Wehrmacht. Durante esos años, y en distintos reemplazos, fueron a la Unión Soviética cerca de 40.000 españoles. En su vertiente económica, la División Azul fue un instrumento cancelador de la deuda que España había contraído con Alemania durante la Guerra Civil; fue una iniciativa muy gravosa para la débil hacienda española (Moreno Juliá, 2004). Las presiones de Estados Unidos y Gran Bretaña a través de sus respectivos embajadores que se entrevistaron con Franco culminaron en la retirada que este decidió el 24 de septiembre de 1943, si bien fueron los alemanes los que dieron la orden de retirada definitiva del frente de la División Azul, el 12 de octubre de 1943. Se mantuvo una Legión Española de Voluntarios, también conocida como Legión Azul, incorporada a la 141 División alemana, hasta que, finalmente, el 27 de enero de 1944 comenzó la retirada hacia Luga, que también se hizo a pie a causa de la destrucción de la línea ferroviaria. El balance de víctimas de la aventura fascista fue catastrófico: en torno a 25.500 divisionarios, es decir, el 56 por ciento del total, perdieron la vida, la salud o la libertad. La repatriación de prisioneros no se hizo hasta 1954, tras la llegada al puerto de Barcelona del Semíramis, procedente de Odessa, cargado con 286 españoles y unos pocos exiliados republicanos. Precisamente, en la Unión Soviética, los miembros de la División Azul coincidieron con muchos españoles republicanos (adultos y “niños de la guerra”), como participantes en el Ejército Rojo, en la guerrilla, incluso algunos se quedaron a vivir en la Unión Soviética y se casaron con “niñas”, igualmente exiliadas desde que fueron todos acogidos durante la Guerra Civil por distintos países (Francia, Bélgica, Inglaterra y la Unión Soviética). También coincidieron unos y otros en los campos del Gulag, acusados de actitudes “antisoviéticas” (González y Nicolás, 2016).


			El nombramiento de Francisco Gómez-Jordana para el Ministerio de Asuntos Exteriores, tras el cese de Serrano Suñer en septiembre de 1942, imprimió un nuevo giro a la política exterior española, aunque hasta bien entrado el año 1944 los aliados no lograron que España redujese las exportaciones de wolframio a Alemania, lo cual se negoció mediante la firma de un acuerdo secreto que incluía otras tareas de colaboración entre España, Estados Unidos y Gran Bretaña. Tras la muerte de Gómez-Jordana, en agosto de 1944, fue nombrado José Félix de Lequerica, muy cercano ideológicamente al fascismo cuando había sido embajador en la Francia de Vichy, una persona con gran capacidad de adaptación para seguir las directrices de Franco. 


			La “cuestión española” fue abordada en la Conferencia de Potsdam, donde los aliados acordaron que en la comunidad internacional no había sitio para un Gobierno fascista. El nombramiento de Martín Artajo, procedente del sector católico, como nuevo ministro de Asuntos Exteriores, no detuvo el cerco internacional. La Asamblea General de Naciones Unidas, de 12 de diciembre de 1946, aprobó la resolución que recomendaba la retirada de embajadores en Madrid. El régimen de Franco fue calificado de fascista y, por tanto, se prohibió su acceso a los organismos internacionales de la ONU. Se rompieron las relaciones diplomáticas, excepto con el Vaticano, Portugal y Suiza. Las sanciones diplomáticas de la Asamblea fueron apoyadas por la mayoría de los Estados latinoamericanos, a excepción de Argentina, El Salvador y la República Dominicana. Perón firmó un convenio comercial con España mediante el cual se acordaba, el 30 de abril de 1946, otorgar al Gobierno español 30 millones de pesos para que pudiera comprar grano argentino. Tras el primer envío, el Gobierno español pudo incrementar la asignación diaria de pan de 150 a 250 gramos por persona, una medida de gran efecto propagandístico. En abril de 1948 los acuerdos anteriores se ratificaron en el Protocolo Franco-Perón, un “salvavidas” para el régimen, ya que habían fracasado las gestiones indirectas para que España fuera incluida en el Plan Marshall. La decisión de Truman de oponerse a tal propuesta fue decisiva para la exclusión.


			Por otro lado, España se había convertido en refugio de mi­­li­­tantes fascistas, nazis y colaboracionistas huidos de la persecución en sus países tras ser derrotados en la Segunda Guerra Mundial. Las embajadas de Londres y Washington insistieron en averiguar el número de alemanes residentes en España, una cifra que estimaban entre los 8.000 y los 15.000. El Ministerio de Gobernación contestó que eran unos 7.829. Algunos se integraron en la propia estructura franquista, como Walter Mosig o Karle Bömelburg, que pasaron de dirigentes en la Gestapo a asesores de la policía política de Franco. El belga Léon Degrelle fue uno de los refugiados más comprometidos con las causas del fascismo y la extrema derecha (Rodríguez Jiménez, 2024). 


			Sin embargo, la Guerra Fría, que se abrió con el bloqueo de Berlín impuesto por los soviéticos al resto de los aliados, disiparía el cerco internacional. Franco mostró sus méritos como luchador frente al comunismo desde la Guerra Civil. La reapertura de la frontera francesa, cerrada durante casi dos años, se produjo en febrero de 1948. En la sesión del 4 de noviembre de 1950, las Naciones Unidas levantaron el veto al régimen de Franco, revocaron la retirada de embajadores y dieron el consentimiento para su entrada en los organismos internacionales. España se incorporó a la FAO en 1950 y a la OMS y la UNESCO en 1952. El reconocimiento exterior se alcanzaría con los acuerdos de septiembre de 1953 firmados con Estados Unidos, los cuales supusieron una merma de la soberanía nacional, aceptada en cláusulas secretas del pacto.


			La represión y el exilio


			La represión se activó desde el inicio de la Guerra Civil y adoptó primero la forma de una violencia arbitraria e incontrolada que, posteriormente, se transformó en una legislación coercitiva, como la Ley de Responsabilidades Políticas y la de Depuración de Funcionarios (9 y 10 de febrero de 1939, respectivamente). Era delito: la afiliación política o sindical, haber desempeñado un cargo público y, por supuesto, las agresiones a personas de derechas. La mayoría de las sentencias condenatorias se concentraron en el periodo anterior a 1942, fecha en que se reforma la ley. Existían tres condiciones para el inicio de un expediente de responsabilidad política: la de haber sido condenado por la jurisdicción militar, por denuncia escrita y firmada de cualquier persona natural o jurídica y por iniciativa de las autoridades militares, civiles, policiales y Guardia Civil. Se constituían los Tribunales Regionales, formados por tres miembros: un jefe del Ejército, que actuaba de presidente, un juez y un abogado, militante de Falange. La ley preveía, además de la cárcel, otros tipos de sanción: separación total o parcial de la actividad profesional, distintos grados de limitación de residencia y sanciones económicas muy variables que podían llegar hasta la confiscación de bienes. La ley fue suprimida en 1945, si bien la vigencia de la Comisión Liquidadora de Responsabilidades Políticas se alargó hasta 1966. La ley tenía un carácter retroactivo que permitía a los tribunales su aplicación desde octubre de 1934. Y en ella no cabían excepciones, como evidencia la contundente redacción de su artículo 46: “Ni el fallecimiento, ni la ausencia, ni la incomparecencia del presunto responsable detendrá la tramitación ni el fallo del expediente”.


			Ley de Depuración de Funcionarios tenía como objetivo comprobar el comportamiento de los funcionarios y, por tanto, para expedientar a los que habían aceptado el Gobierno republicano. En cada ministerio se crearon comisiones de depuración para investigar la conducta de sus empleados en relación con el Movimiento Nacional. Estaban presididas por jueces instructores, que reclamaban la obligatoriedad de la declaración jurada, un requisito imprescindible para poder ser incluido en la revisión de las nóminas para cobrar el sueldo. A la declaración había que adjuntar dos avales de personas que certificaran la veracidad de las 32 respuestas que se solicitaban en el interrogatorio. La pregunta número 24 exigía una enumeración de los nombres de “los izquierdistas de su departamento”, con lo que se apremiaba a los funcionarios a que denunciaran a sus propios compañeros de trabajo. Se invitaba a ejercer la delación, a fin de obtener la colaboración ciudadana.


			La administración de justicia militar se reforzó: los españoles derrotados pasaron a ser rebeldes, y su delito adquirió la categoría de rebelión militar, por lo que los acusados comparecieron en consejos de guerra sumarísimos. En el verano de 1939, se constituyeron diez auditorías bajo la responsabilidad de generales o gobernadores militares especiales para agilizar el proceso represivo. A pesar de las estimaciones estadísticas, hasta 1939 la dictadura española se sitúa como una de las más duras entre las europeas, comparada con las cifras equivalentes de la Alemania nazi e Italia (Gómez Bravo, 2020).


			No había ninguna intención de perdonar a nadie que hubiera estado ligado, directa o indirectamente, al Gobierno republicano. Las cárceles se llenaron de presos y, cuando faltó espacio, se recurrió a recintos religiosos y a campos de concentración. Entre marzo y diciembre de 1939 casi se triplicó la cifra de presos, en más de 270.000, según el Ministerio de Justicia en 1940. Para acoger las oleadas de prisioneros que iban generando las operaciones bélicas se fueron creando campos de concentración. Las cifras aportadas por Javier Rodrigo (2003) oscilan entre 150 y 188 campos, por los que pasaron hasta marzo de 1939 un mínimo de 367.000 prisioneros. En los campos fueron fusilados arbitrariamente presos, aunque muchos murieron a consecuencia de la tortura, de hambre y de enfermedades. Las enfermedades y el hambre, que ya hacían estragos en el exterior, se multiplicaban en las cárceles, especialmente el paludismo, el tifus exantemático, las enfermedades mentales, la tuberculosis, etc. Todos los testimonios de los campos —entre ellos el del historiador Manuel Tuñón de Lara, internado en el campo provisional de Albatera— recuerdan con dolor y emoción las penalidades y sufrimientos durante el tiempo que estuvieron en ellos. No solo el régimen nazi explotó a sus prisioneros, también la dictadura franquista sacó provecho del trabajo de los vencidos. En 1948, en el destacamento penal de Cuelgamuros para construir el monasterio del Valle de los Caídos trabajaban casi como esclavos unos 200 presidiarios, entre presos políticos y comunes. Sánchez-Albornoz ha dejado un testimonio personal e ilustrativo de lo que supuso el trabajo forzado y las ventajas para el régimen: 


			El Estado alquilaba mano de obra a un módico precio, pero con una ganancia neta. La empresa reducía los costes laborales y aumentaba otro tanto lo beneficios. El trabajo forzado de los presos representó para las empresas constructoras del franquismo una tosca fuente de acumulación de capital. […] De las diez pesetas con cincuenta céntimos diarias cobradas, dos reales iban a parar a una cartilla abierta a nombre del penado, cuyo monto recibía el interesado al ser licenciado. […] Al cobrar el alquiler de un preso, el Estado se resarcía del gasto en que incurría en sustentar al preso. En esto el encierro del adversario la salía gratis (Sánchez-Albornoz, 2003: 13).


			No es posible aún un balance total del número de ejecuciones llevadas a cabo por la dictadura franquista, que oscila entre 100.000 (Juliá, 2000) y 141.000 víctimas (Prada Rodríguez, 2010). Las ejecuciones se aplicaron con especial contumacia contra el ámbito anarquista, ya que entre los ejecutados predominaron los militantes libertarios. La pena máxima se dictaba con escasa o nula deliberación, y sin la menor garantía procesal para un juicio justo. Según la información de más de un centenar de historiadores, las víctimas mortales de la represión franquista llegaron a la cifra de 130.199, y 49.272 de la represión republicana (Espinosa, 2010). Sin embargo, en estas cifras no están incluidos buena parte de los llamados desaparecidos, así como las víctimas mortales que ocurrieron en las cárceles. En términos redondos, las actualizaciones producidas posteriormente nos aproximan a unas 45.000-50.000 víctimas posteriores a 1939 y unas 140.000-150.000 entre 1939 y 1948 (Martínez Ovejero, 2015).


			Hay que recurrir a investigaciones locales para observar la represión que sufrieron las mujeres a causa de la invisibilidad documental. Según Martínez Ovejero, en la Región de Murcia las víctimas mortales ascienden a 1.063, 853 fusiladas por sentencia en tribunales militares, 137 ejecutadas en Cataluña y 73 en otros lugares; las víctimas fallecidas en prisión, en torno a las 1.000. Si se suman los muertos en los campos de concentración franceses, en ciudades norteafricanas o los muertos en Mauthausen-Gusen, que son 240, el número de víctimas murcianas alcanzaría la cifra de 2.500 personas (Martínez Ovejero, 2023). En el análisis de estos datos se confirma el carácter familiar de la represión franquista. Especial atención merece el caso de una concejala de Caravaca, de 27 años, casada, con cuatro hijos, condenada a la pena de muerte estando embarazada de su última hija. Fue ejecutada en octubre de 1940, poco después de dar a luz. Unos meses antes había sido fusilado su marido, alcalde de la ciudad. Muchas de estas mujeres entraron en prisión por decisión del gobernador civil, con amplias competencias en orden público.
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